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DALIA GONZÁLEZ DELGADO

Cuando alguien piensa en California
se imagina desarrollo y glamour; San
Francisco, Los Ángeles, Hollywood...
oportunidades infinitas. Pero en las
afueras de ese estado, hasta donde no
llegan las estrellas de cine, se encuen-
tra la Prisión Estatal Pelican Bay, foco
de varias de las mayores huelgas de
hambre iniciadas por presos en Es-
tados Unidos. Generalmente reclaman
derechos básicos: comida caliente, ro-
pa contra el frío y la posibilidad de una
llamada telefónica al mes.  

Si alguien vive en San Francisco y
tiene un familiar en Pelican Bay, debe
conducir casi 600 kilómetros para verlo.
Si vive en Los Ángeles, el viaje es
de 1 200 kilómetros. Al llegar, le permi-
tirán una visita de solo una hora y media
a través de vidrio grueso, sin contacto
físico. 

Un exguardia de Pelican Bay testificó
que los otros guardias lo singularizaron
porque no aceptaba toda la brutalidad
sanguinaria que se suponía que era su
deber. “Me llamaban suave porque no
ataba a los presos de pies y manos a
los inodoros ni les pateaba la cara des-
pués de una extracción de la celda...
Había un guardia ahí que solía tomar
fotos de cada preso baleado y con ellas
decoraba su oficina”. 

LAS CÁRCELES COMO NEGOCIO 
Estados Unidos tiene hoy la mayor

población carcelaria mundial, con más

de dos millones de encerrados. La cifra
osciló entre 200 mil y 215 mil en los
años sesenta, pero en la siguiente
década se disparó. 

Este fenómeno tiene paralelos con la
revolución tecnológica y la reconstruc-
ción de la economía y las industrias. La
externalización de los empleos mejor
remunerados a países con salarios
bajos aumentó el desempleo para los
trabajadores de estadounidenses. 

Algunos consideran que las masas
de los desempleados eran entonces
—y todavía lo son— canalizados a las
prisiones por la clase dominante como
una válvula de escape para evitar pro-
testas debido a la falta de trabajo y de
recursos. 

Otros opinan que la encarcelación
masiva proporciona un nuevo tipo de
trabajadores: los que laboran legalmen-
te por mucho menos que el salario
mínimo.

Las prisiones privatizan cada vez más
la mano de obra. Al menos 37 estados
han legalizado la contratación del traba-
jo de prisioneros a empresas privadas
que montan sus operaciones dentro de
las prisiones estatales. En la lista está la
flor y nata de la corporaciones de
EE.UU.: IBM, Boeing, Motorola, Micro-
soft, Macy’s, y muchas otras. 

Para los magnates que han invertido
en la industria carcelaria, el hallazgo ha
resultado como la olla de oro. Allí no tie-
nen que pagar seguro; los prisioneros
están full time, no llegan tarde al trabajo
ni faltan. El Complejo de Industria de

Prisiones es una de las industrias de
mayor crecimiento en Estados Unidos,
y sus inversiones están en Wall Street. 

Según el Left Business Observer,
la Industria Federal de Prisiones
produce el 100 % de todos los cas-
cos militares, portamuniciones, cha-
lecos blindados, tarjetas de identifi-
cación, camisas y pantalones, car-
pas y fundas-cantimploras.

Los prisioneros de cárceles estatales
reciben el mínimo de pago, pero en
algunos estados como Colorado los
salarios llegan a 2 dólares la hora.
Mientras, en las prisiones privadas,
obtienen apenas 17 centavos por cada
hora de trabajo. El máximo en la escala
es en la prisión CCA en Tennessee,
donde pagan 50 centavos por hora
en el trabajo clasificado como “highly
skilled positions”  (posición altamente
calificada).  

Sin embargo, aunque a todas luces
se trata de un gran negocio, no es esta
la única causa del boom de las cárce-
les. 

ENCERRAR A LOS POBRES
La criminalización de una gran parte

de la población activa sirve a deter-
minados intereses de clase. El
aumento del gasto de las prisiones
se traduce también en menos dinero
asignado para cubrir las necesida-
des sociales como la educación, la
vivienda y el empleo.

A pesar de que la mayoría de los
encarcelados provienen de las ciuda-

des, el gobierno estadounidense cons-
truye las prisiones en áreas rurales,
conservadoras y mayormente blancas.
Aunque los prisioneros no tienen dere-
cho al voto, se cuentan como residen-
tes del distrito donde están encarcela-
dos. Así, esas zonas aumentan en su
representación legislativa y reciben más
fondos del gobierno, mientras se perju-
dican los distritos de donde originaria-
mente son los presos, barrios en su
mayoría urbanos, afroamericanos y
pobres.  

Por otra parte, la ley y el orden no se
aplican igual en las prisiones. Casi
el 40 % de los encarcelados son afroa-
mericanos. La profesora de leyes Mi-
chelle Alexander asegura en su libro
The New Jim Crow: Mass Incarceration
in the Age of Colorblindness que “hay
más afroamericanos bajo control
correccional hoy día —en prisión o cár-
cel, en libertad condicional— que los
que estaban esclavizados en 1850”.  

En California, la palabra “rehabilita-
ción” fue por un tiempo borrada de la
declaración de fundamentos del Depar-
tamento de Correccionales. No es coin-
cidencia que muchas atrocidades co-
metidas en la cárcel Abu Ghraib fueron
realizadas por soldados estadouniden-
ses con experiencia como guardias de
prisiones. 

Las cárceles parecen ser la “solución”
a los trabajadores “sobrantes”. En-
cierran a obreros, pobres, negros y lati-
nos, para los cuales el sistema no ofre-
ce ningún futuro.   

ESTADOS UNIDOS 

La “ley y el orden” fuera de la pantalla

LAURA BÉCQUER PASEIRO 

Está en el corazón de los motores que mueven la
industria y en los cables que transportan la informa-
ción del siglo XXI. Milenios después de que el hombre
lo empleara por primera vez, el cobre es todavía uno
de los tres metales más consumidos en el mundo, y
un país tiene la suerte, o la desgracia, de tener las
mayores reservas del metal. 

De las diez mayores minas de cobre, cinco se
encuentran en Chile: Escondida, Codelco Norte, Co-
llahuasi, El Teniente y Los Pelambres. El país
sudamericano es el principal exportador del metal con
más de un tercio del total de la producción mundial. 

La fiebre por el llamado oro rojo en el mercado inter-
nacional ha sido responsable en gran parte del creci-
miento económico chileno. Sin embargo, dichas ven-
tajas en el plano económico, han sido controversiales
en el escenario político. 

CUENTAS HISTÓRICAS POR PAGAR
En 1810,  en el país austral se producían unas 19 mil

toneladas de cobre al año, lo que permitió un acelera-
do avance en la industria. A inicios del siglo XX, gra-
cias a los adelantos tecnológicos, Chile se ubicó a la
vanguardia en la producción, pero el Estado recibía
solo el 20 % de las ganancias. En un intento por aliviar
la situación, se crearon en 1966 las Sociedades
Mineras Mixtas con las empresas extranjeras en las
cuales el Gobierno obtendría el 51 % de la propiedad
de los yacimientos cupríferos. 

Con la llegada al poder del Gobierno socialista de
Salvador Allende en 1970, el escenario dio un giro de
180 grados. El 11 de julio de 1971, el Congreso apro-

bó por unanimidad la nacionalización de la Gran
Minería del Cobre, plagada de empresas extranjeras.
Como resultado se eliminaron las “utilidades excesi-
vas” obtenidas debido a los bajos impuestos que abo-
naban, y fueron indemnizadas. La medida estremeció
a las compañías norteamericanas Anaconda y
Kennecott, que en su conjunto alcanzaron ganancias
cercanas a los 4 000 millones de dólares. 

Con la nacionalización del cobre se dignificó al pue-
blo chileno. Se le devolvía lo que le pertenecía, defen-
diendo así el derecho de disponer de sus riquezas y
recursos naturales. Se logró, además, que las ganan-
cias generadas por el metal rojo, cuya explotación
estaba finalmente en manos estatales, fructificaran en
beneficios para el país y toda la población; sobre todo
para atender necesidades en esferas como la educa-
ción, la salud y la vivienda. 

El Gobierno de la Unidad Popular en La Moneda
activó las alarmas de Washington. El entonces presi-
dente de Estados Unidos, Richard Nixon (1969-1974)
promovió un boicot contra el gobierno de Allende
mediante la negación de créditos externos y la petición
de un embargo al cobre chileno.

La presión norteamericana no cesó hasta la abrupta
interrupción del proceso democrático el 11 de septiem-
bre de 1973 con el golpe de Estado de las Fuerzas
Armadas y Carabineros, con la complicidad de
Washington, y que llevó al poder al general Augusto
Pinochet. 

Ni corto ni perezoso, el dictador declaró las “conce-
siones plenas” a las transnacionales extranjeras y
abrió una vez más la caja de Pandora. Se volvía a la
privatización, pero esta vez siguiendo las pautas dicta-
das por el modelo neoliberal. 

Chile fue el laboratorio donde se ensayó dicha doc-
trina de saqueo. Durante el régimen militar se imple-
mentó una drástica política, que bajo las órdenes de
un grupo de economistas norteamericanos, los llama-
dos “Chicos de Chicago”, promovió la economía de
mercado y la descentralización del control de la
misma. Fueron los tiempos del pseudo “milagro chile-
no”, ya que si bien se registraron indicadores sociales
propios del Primer Mundo, la nación se ubicó entre las
más desiguales en cuanto a distribución de las rique-
zas. 

El crecimiento acelerado en tan poco tiempo generó
complicaciones que aún persisten, y el cobre no esca-
pa a esa realidad. Aun cuando proyecta millonarios
ingresos al Estado, no se pueden costear, al menos, la
educación y la salud pública para los más necesitados
porque gran parte de las ganancias va a manos priva-
das. Así, lo que pudiera entenderse como algo benefi-
cioso, ha resultado históricamente una maldición para
el país austral. 

La maldición del oro rojo


